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PRÓLOGO

 

 

Moisés Gómez Reyna1

 

 

 

 

En un entorno globalizado los mercados se caracterizan por su alta competitividad; esta circunstancia conduce a los gobiernos nacionales y regionales a diseñar mecanismos de intervención a fin de incrementar la competitividad de los agentes económicos. Por otra parte, los especialistas han documentado el rol central que adquiere el conocimiento como factor esencial para el escalamiento competitivo, para la generación de mayor valor agregado, y, por supuesto, para el desarrollo económico regional a largo plazo.

El desarrollo tecnológico y la innovación son básicos para la generación de nuevo conocimiento; sin ellos no hay forma de que las empresas incrementen su competitividad sin afectar las condiciones laborales de los trabajadores. La promoción de la ciencia y la tecnología supone contar con la infraestructura y las instituciones que incentiven a los tecnólogos y científicos a mejorar sus estrategias organizativas, las formas de producción, a diversificar los canales de comercialización, y a elevar la calidad de los productos que ofrecen en el mercado. Empresarios y académicos, junto con el sector público, deben compartir un mismo objetivo: ensanchar la competitividad mediante la conformación de un polo científico y tecnológico.

Justamente, la creación de esas condiciones es uno de los propósitos que animan a la administración del gobernador del estado, Guillermo Padrés Elías. Se cuenta para ello con una normatividad que ampara el esfuerzo gubernamental, pues somos conscientes de que si no promovemos y le apostamos a la ciencia y la tecnología estaríamos condenados a ser una región de segunda.

En específico, la política científica estatal tiene prioridades; entre ellas destaca el apoyo a la investigación cuyos resultados permitan resolver problemas concretos que aquejan a la sociedad sonorense. No se menosprecia la relevancia de la investigación básica; de hecho, la que se realiza en Sonora es reconocida tanto nacional como internacionalmente, es motivo de orgullo para el gobierno y la sociedad sonorense. Pero este tipo de investigación dispone de sus propios incentivos. En Sonora no queremos que se dupliquen esos apoyos, sino que intentamos estimular la investigación vinculada a una problemática definida. No queremos científicos ajenos a los problemas concretos de la economía, la política, la salud, la educación, la pobreza, los energéticos, etcétera.

Para avanzar en esa dirección se fortalecerá el sistema estatal de investigadores con objeto de estimular la investigación aplicada, ampliando el sistema estatal de información sobre investigación científica, desarrollo tecnológico y transferencia de tecnología e innovación, bajo la premisa de que sin información confiable sobre nuestras capacidades científicas y tecnológicas será imposible diseñar acciones eficientes en este campo tan relevante de la vida pública estatal. Además, estamos en proceso de elaborar el primer programa de innovación y desarrollo científico y tecnológico, que será sin lugar a dudas la guía para la adecuada intervención del gobierno, pues en dicho documento se identificarán las fuentes de innovación en los sectores estratégicos previamente detectados: maquiladoras, industria automotriz y aeroespacial, agroindustria y biotecnología, energías renovables, minería, entre otras, sin olvidar que existen desafíos que es necesario entender y atender en el ámbito educativo, político y en la creciente complejidad del tejido social.

El libro Ciencia, tecnología e innovación para el desarrollo económico documenta los principales argumentos que resultan del debate y la reflexión de investigadores de gran prestigio a nivel nacional e internacional sobre un tema fundamental: el desarrollo científico y tecnológico, y la incidencia de la innovación en el comportamiento económico regional. Sin duda, este ejercicio resulta relevante en la medida que permitirá, entre otras cosas, un diseño más eficiente de la política estatal en materia de ciencia, tecnología e innovación, la estructuración de mejores mecanismos para la vinculación entre empresas, academia y gobierno, la implementación de programas para la formación de capital humano en áreas estratégicas de los procesos productivos, y la consolidación de un marco normativo óptimo para el desempeño de estas actividades.

Para el lector, este documento ofrece una perspectiva integral sobre la importancia de las políticas de innovación, de los instrumentos de propiedad intelectual, de los procesos de aprendizaje tecnológico, y de la integración por parte de las empresas locales dentro de las redes globales de producción. En resumen, el documento justifica la alta prioridad de este tema dentro de la agenda pública estatal.

En épocas de turbulencias y de transformaciones profundas a escala planetaria, el estado de Sonora debe transitar hacia una economía anclada en el conocimiento, donde la innovación sea la plataforma para la modernización de los sectores productivos y para un mejor desempeño económico de las empresas. De consolidarse esta perspectiva lograremos impulsar positivamente la competitividad regional, y, consecuentemente, el nivel de empleo y la calidad de vida de los sonorenses.




 

 



1 Secretario de Economía del estado de Sonora. Contacto: secretario@economiasonora.gob.mx







INTRODUCCIÓN.

Innovación y desarrollo regional

 

 

Alvaro Bracamonte Sierra1

Oscar F. Contreras Montellano2

 

 

 

 

La innovación es uno de los temas cruciales de los inicios del siglo xxi. Ya sea a escala mundial, nacional, regional o local, los problemas relacionados con el impulso de las capacidades innovadoras se han convertido en un aspecto central en la definición de las opciones para el crecimiento económico y la competitividad. Bajo la premisa de que en el mundo actual el conocimiento es el factor clave para la creación de valor y la principal fuerza propulsora del desarrollo económico, tanto en los debates académicos como en la agenda política y en las estrategias empresariales, las capacidades de innovación ocupan un lugar privilegiado.

La literatura especializada ha documentado que los países y regiones que invierten en educación, ciencia y tecnología mejoran el comportamiento de la economía e incrementan la calidad de vida de la población. Sin embargo, en la medida en que el tema se ha colocado en el centro de atención también han surgido una gran cantidad de nuevas interrogantes, tanto de orden teórico como de tipo pragmático. Es decir, conforme se ha profundizado en la investigación académica se ha podido atisbar la magnitud del desafío que representa la explicación de los fenómenos relacionados con las condiciones de posibilidad, los mecanismos, los agentes y las relaciones causales que intervienen en los procesos de innovación; asimismo, desde el punto de vista de la práctica se ha podido constatar la enorme complejidad e incertidumbre relacionadas con los modelos viables, los esquemas de incentivos y las estrategias pertinentes.

El debate sobre la innovación no precisamente novedoso. Por lo menos desde hace 25 años una gran cantidad de desarrollos teóricos e investigaciones empíricas han nutrido la discusión académica internacional, con aportes sustantivos desde los campos de la economía institucionalista, la teoría evolutiva, la sociología económica, la teoría de las organizaciones y la teoría de redes, entre otras disciplinas. Gracias a esos desarrollos sabemos ahora que los procesos de aprendizaje tienen un carácter altamente interactivo, que no responden directamente a los incentivos del mercado, que en ellos el conocimiento tácito tiene un papel fundamental, y que se encuentran enmarcados en contextos sociales institucionales, organizacionales, sectoriales y regionales específicos. 

En México la investigación sobre el aprendizaje tecnológico y la innovación se ha desarrollado con particular énfasis durante la última década, principalmente desde plataformas analíticas como los sistemas nacionales/regionales de innovación, el enfoque centrado en capacidades y trayectorias tecnológicas, y el del aprendizaje y escalamiento industrial en el marco de cadenas globales de valor. De tales investigaciones han surgido una buena cantidad de estudios de caso referidos a empresas o clusters, así como estudios sectoriales y regionales referidos a los procesos de mejora en productos, procesos productivos y en esquemas organizativos y de comercialización. 

Lo que sí es probablemente más novedoso es la convergencia de múltiples actores y la creación de espacios institucionales para la interlocución en el esfuerzo por identificar y representar los problemas asociados a las capacidades de innovación. Cada vez es más frecuente que la comunidad académica y científica se involucre con otros actores en las preguntas y dilemas acerca de cómo contribuir a la gestación de procesos de acumulación de capacidades tecnológicas y de innovación, en el marco de entornos regionales que experimentan fuertes presiones competitivas provenientes de una economía global donde el factor esencial para el desempeño es el conocimiento y su concreción en innovaciones que mejoran la competitividad. Las respuestas son en extremo complejas; sin embargo, uno de los mecanismos que parecen indispensables implica la interacción de los académicos, los empresarios y los funcionarios ligados al diseño de las políticas en la materia, en un proceso de reflexión colectiva que permita clarificar la agenda para el desarrollo regional. 

Este volumen intenta aportar al esclarecimiento de dicha agenda. Se trata de un documento que reúne reflexiones de reconocidos especialistas en el tema de la innovación y su vínculo con la competitividad y el crecimiento económico. Los trabajos aquí reunidos fueron presentados y discutidos en el marco de un foro organizado en octubre de 2010 por El Colegio de Sonora, El Colegio de la Frontera Norte, el Centro de Investigación en Alimentación y Desarrollo y la Universidad de Sonora, en coordinación con la Secretaria de Economía del estado de Sonora. El foro en sí mismo constituye un ejemplo de la viabilidad y potencialidades de la interacción y colaboración entre funcionarios públicos, empresarios, académicos y tecnólogos, que permite abrigar buenas expectativas para su continuación y consolidación como un ejercicio permanente. 

De las 17 ponencias presentadas en este espacio se escogieron 11 trabajos para integrar este libro. El volumen está organizado en cuatro partes: la primera se titula “Estrategias y políticas para la innovación” e incluye tres artículos. En el trabajo “Innovación y derechos de propiedad. La ley Bayh-Dole y la relación universidad-industria en Estados Unidos”, Martin Kenney y Donald Patton abordan uno de los temas cruciales en la relación entre universidad y empresa para la generación de conocimiento “económicamente útil”: la propiedad intelectual. Específicamente, el estudio examina el modelo predominante en Estados Unidos, en el que la universidad, a través de las Oficinas de Licenciamiento de Tecnología, es legalmente propietaria de los inventos generados en sus laboratorios por los investigadores.

A través de un minucioso análisis de las implicaciones y resultados de la aplicación de este modelo los autores concluyen que se trata de un esquema que no estimula la comercialización de los inventos ni fomenta la actividad empresarial. Estas reflexiones resultan de enorme actualidad y pertinencia en México porque, como lo señalan los autores, el modelo estadounidense está siendo adoptado en muchos países sin una evaluación crítica de sus resultados en la transferencia de tecnología y en el fomento de la actividad empresarial (véase por ejemplo el artículo de León et al. en este mismo volumen).

En “Retos para el diseño de políticas en México en el marco de la innovación abierta” Daniel Villavicencio analiza el carácter multidimensional y la complejidad de los procesos de innovación, así como las implicaciones que ello supone para el diseño y ejecución de políticas en países emergentes como México. El autor examina las dificultades inherentes a la creación de capacidades de innovación en México, constatando que los casos exitosos se concentran en un pequeño grupo de empresas y en pocos sectores. En la mayor parte de las empresas en México predominan inercias estructurales asociadas a los rezagos tecnológicos, ineficiencias organizacionales y pautas idiosincráticas heredadas de un pasado ligado a los subsidios directos a los costos de producción. Este escenario constituye un reto formidable para el diseño de políticas efectivas de fomento a la innovación, cuyos ejes posibles se exploran en el artículo.

Por su parte, en el trabajo titulado “Un modelo de política para fomentar la co-evolución entre ciencia y tecnología con la innovación: El caso mexicano”, Gabriela Dutrénit, Martín Puchet Anyul, Luis Sanz-Menéndez, Morris Teubal y Alexandre Vera-Cruz analizan la coevolución entre la ciencia, la tecnología y la innovación desde la perspectiva de un país en vías de desarrollo y en el marco de la economía del conocimiento. Los autores concluyen que en México las condiciones para generar procesos de variación, selección y retención son todavía incipientes, pues no existe ni el tamaño ni la diversidad requerida de agentes y organizaciones; además, aunque existen vínculos entre agentes y estructuras funcionales, estos difícilmente generan mecanismos causales bidireccionales. Así, se observan dificultades para construir procesos co-evolutivos virtuosos. A partir de la perspectiva sistémico-evolutiva de la política de innovación, los autores sugieren un diseño de políticas de ciencia, tecnología e innovación de tres fases para fortalecer los mecanismos que contribuyen a tales procesos. 

La segunda parte del volumen se titula “Procesos de innovación en el estado de Sonora”. Incluye tres colaboraciones que plantean desde distintos enfoques las condiciones y perspectivas del desarrollo científico-tecnológico y de las capacidades de innovación en Sonora. En el trabajo titulado “El enfoque de los sistemas regionales de innovación: Una nueva modalidad para estudiar el desarrollo regional en Sonora”, Ramona Flores y Miguel Ángel Vázquez sostienen que dicho enfoque resulta apropiado para el estudio de las economías locales, ya que permite analizar las relaciones entre los agentes impulsores de la innovación que anclan el uso del conocimiento como un bien económicamente útil mediante su transferencia y difusión hacia empresas y ramas con potencialidades de innovación. Los autores encuentran que el estado de Sonora ha logrado incrementar el nivel de calidad de sus recursos humanos mejorando la educación superior y promoviendo mayor capacitación para los trabajadores, pero en cambio hay un rezago considerable en lo que se refiere a la promoción y apoyo a las actividades de ciencia y tecnología, el trabajo en redes y el desarrollo de entidades intermediarias entre el conocimiento y su aplicación y difusión.

En el artículo “Nuevas formas de organización de la transferencia de conocimiento y tecnología en instituciones de i&d: La experiencia reciente de Sonora”, Jorge León Balderrama, Sergio Sandoval Godoy y Lydia Venecia Gutiérrez plantean que las instituciones de educación superior y centros de investigación del estado se han orientado hacia la creación de nuevos esquemas para la gestión de la transferencia del conocimiento, si bien el ritmo con el que han evolucionado es variable y depende de las políticas internas, del tipo de sistema al que pertenecen, y de la cultura académica que predomina en ellas. Los autores afirman que, aunque subsisten elementos de resistencia al cambio, los centros públicos de investigación se están ocupando cada vez más de estrechar los vínculos con la sociedad, enfatizando e intensificando su función de transferencia de conocimiento. Los cambios van más allá de la simple instauración de nuevas estructuras, abarcando transformaciones más complejas, que incluyen aspectos de gestión de la propiedad intelectual y la gestión de recursos financieros y humanos. Esta evolución, afirman, es parte de una transición que va de formas no organizadas, informales, casuísticas y no sistemáticas, a formas de organización de la transferencia más organizadas, coordinadas y sistematizadas.

Un aspecto central para establecer un marco comparativo de las capacidades de innovación regionales es su nivel de registro de patentes. En el trabajo “El papel de las patentes en la economía basada en el conocimiento. El caso del estado de Sonora”, Pedro Sabori y Alvaro Bracamonte abordan este tema a partir de la ubicación del estado de Sonora en el contexto nacional e internacional. El estudio da cuenta de los principales esfuerzos que se han realizado con miras a desarrollar una economía basada en el conocimiento, y explora algunos de los factores que han permitido elevar la producción de solicitudes de patentes y el coeficiente de inventiva en la entidad, lo cual ha permitido que Sonora se ubique entre los diez primeros estados del país en cuanto al número de patentes. Los autores sostienen que no obstante el incremento del índice de inventiva, los beneficios son escasos puesto que las patentes solicitadas tienen poco que ver con un escalamiento productivo ligado a la economía del conocimiento.

La tercera parte del volumen, titulada “Innovación local en el contexto global” aborda desde un plano distinto los problemas del aprendizaje tecnológico y la innovación, al ubicarse en una perspectiva sectorial (industria automotriz) y global (empresas locales insertas en redes globales de producción). Los trabajos que integran esta sección se ocupan de la trayectoria global de innovación y cambio tecnológico en uno de los sectores más importantes para la economía del estado de Sonora, como es el caso de la industria automotriz, y de los procesos de aprendizaje tecnológico y escalamiento en la cadena de valor de empresas locales proveedoras de compañías transnacionales.

La contribución de Michel Freyssenet, “Los inicios de la segunda revolución del automóvil. Estrategias de empresas y políticas públicas”, resulta de gran interés en el debate regional porque aborda los contextos y factores del cambio tecnológico en la industria automotriz a escala mundial, planteando los dilemas de las políticas públicas en la promoción de una industria que, como en el caso de Sonora, ha sido considerada por muchas regiones en el mundo como un sector privilegiado para impulsar la industrialización y el desarrollo económico. Utilizando una perspectiva amplia, tanto en términos geográficos como temporales, el autor compara el contexto en que surgió la industria del automóvil con la situación actual, que se caracteriza por la tendencia hacia la producción de vehículos “verdes” que minimizan su impacto en el deterioro del medio ambiente. Analizando las condiciones que favorecieron la aparición del automóvil basado en petróleo como fuente de energía, y contrastándolas con las condiciones actuales que propician la producción de automóviles que consumen energías alternativas, el autor sugiere que esta reorientación podría constituir el inicio de una segunda revolución del automóvil, con repercusiones cruciales para las regiones que se especializan en esta industria.

En el trabajo “Las empresas multinacionales como vehículos para el aprendizaje y la innovación en empresas locales”, Oscar Contreras y Jorge Carrillo destacan el papel de las corporaciones transnacionales en la transferencia de conocimiento hacia las economías locales y en la diseminación de procesos de innovación mediados por el aprendizaje tecnológico en las regiones donde operan. Las transnacionales juegan un papel dominante en las industrias intensivas de tecnología y conocimiento, pero a pesar de que muchos estudios aluden a su importancia en la difusión de nuevas tecnologías y prácticas organizacionales, un tema prácticamente inexplorado es el de la creación de empresas locales por parte de ex-empleados de las transnacionales, fenómeno conocido como “desprendimiento” o spin-off. Con base en una encuesta de alcance nacional, los autores estiman que los spin-offs generados a partir de empresas multinacionales operando en México oscilan entre dos mil y tres mil seiscientos. Estas cifras sugieren que se trata de un fenómeno relevante no solo desde el punto de vista analítico, sino además de un fenómeno social y económicamente importante para el país, que requiere de mayor investigación orientada a identificar los mecanismos que estimulan la creación de nuevas empresas locales vinculadas a las cadenas globales de valor y los procesos de transferencia de conocimientos hacia las empresas y las comunidades locales.

En la cuarta y última parte del volumen, titulada “Recomendaciones y experiencias prácticas de innovación”, se abordan aspectos concretos relacionados con el diseño de políticas y la promoción de procesos de innovación. Esta sección incluye dos trabajos, elaborados por un empresario y un funcionario público. Leopoldo Rodríguez, de la Asociación Mexicana de Directivos de la Investigación Aplicada y el Desarrollo Tecnológico, en el trabajo “¿Cómo impulsar a los innovadores del estado?” describe los enfoques y metodologías prácticas recomendables para que pueda desencadenarse una dinámica social de innovación y se materialice en impactos tangibles.

Por su parte, Alfredo Gámez, funcionario del gobierno del estado de Sonora, en “Política científica regional. Alcances y perspectivas” destaca las dificultades que impiden reconocer a la ciencia y la tecnología como una palanca de incremento de la competitividad y detonadora del desarrollo económico. Las políticas científicas y tecnológicas del gobierno de Sonora constituyen, a su juicio, un esfuerzo plausible para aumentar la capacidad de innovación tecnológica; acciones emprendidas para elevar el asociacionismo, la delimitación de áreas prioritarias, las estrategias de financiamiento, entre otras, son parte del nuevo esquema de promoción del uso intensivo de tecnologías para la mejora competitiva del estado. Al respecto, el autor señala que existe coordinación entre el gobierno estatal y el Consejo Nacional de Ciencia y Tecnología para monitorear las variables sustantivas de la agenda tecnológica regional, lo que puede facilitar las tareas dirigidas a la construcción de una plataforma económica sustentada en el conocimiento.

En general, los trabajos incluidos en este volumen coinciden en que la innovación es un factor esencial para la creación de valor y para el impulso del desarrollo económico; en este sentido, los países y regiones que buscan una base económica competitiva, que les permita insertarse exitosamente en la economía global y elevar los niveles de bienestar de sus habitantes, tendrán que hacer frente de manera decidida a la necesidad de impulsar la educación, la ciencia, la tecnología y la innovación.

Pero más allá de este acuerdo general, los trabajos también dan cuenta de la naturaleza multidimensional y compleja de los procesos de innovación. No solamente se trata del hecho de que México y el estado de Sonora arrastran múltiples rezagos, inercias e ineficiencias que los obstruyen, sino sobre todo de que no existen opciones predefinidas ni caminos seguros para superarlas. Los estudios incluidos en este libro, así como la creciente literatura sobre el tema, muestran de manera inequívoca que los procesos de innovación involucran, además de factores económicos o tecnológicos, aspectos de tipo social, cultural, político y organizacional. Este carácter multidimensional no es un atributo anecdótico o complementario, se encuentra en el núcleo mismo de las capacidades de innovación. Por ello, la correcta representación de los problemas, así como la adecuada identificación de las alternativas de acción, exige una mirada interdisciplinaria y la participación de múltiples actores.

El volumen aquí compilado, así como el foro mismo donde los trabajos fueron presentados originalmente, son muestra de los esfuerzos que en ese sentido se empiezan a consolidar como parte de un diálogo público y una reflexión colectiva en Sonora. La interlocución organizada y sistemática entre académicos, empresarios y funcionarios del sector público, la concurrencia de diversas miradas disciplinarias en el análisis, la consolidación de los espacios y los medios para que esta reflexión y este diálogo se realicen, son también parte de las capacidades de innovación de una región.
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INNOVACIÓN Y DERECHOS DE PROPIEDAD

LA LEY BAYH-DOLE Y LA RELACIÓN UNIVERSIDAD-INDUSTRIA
EN ESTADOS UNIDOS1

 

 

Martin Kenney2

Donald Patton3

 

 

Introducción

La idea de que los derechos federales de propiedad intelectual retrasaban la comercialización de los resultados de investigaciones realizadas con fondos federales llevó al Congreso de los Estados Unidos a aprobar la ley Bayh-Dole (bd) en 1980.4 Sin contar con mucha evidencia, se creía que las patentes propiedad del gobierno eran subutilizadas (Berman 2008, Eisenberg 1996). Con el objetivo de diseminar los frutos de las invenciones universitarias de una manera eficiente, eficaz y socialmente óptima,5 el Congreso diseñó la ley bd para permitir que los contratistas federales, incluyendo a las universidades, pudieran reclamar la titularidad de los inventos derivados del uso de fondos federales. El acta también estandariza los procedimientos para transferir el control de tales invenciones hacia los contratistas (Mowery et al. 2004; Slaughter y Rhoades 2004).6 La prensa y algunas agencias han elogiado el modelo resultante, en el que la universidad es propietaria de los inventos.7 Sin embargo, también ha habido un creciente número de críticas (Glenna et al. 2007; Nelson 2004; Washburn 2005; Litan et al. 2007), así como quejas sobre el modelo actual por parte de los inventores universitarios y los posibles licenciatarios. 

La creciente interfaz comercial entre la universidad y la industria ha provocado un incremento en las actividades de investigación (Rothaermel et al. 2007; Shane 2004). Dado este interés, el examen crítico de la implementación del modelo bd resulta importante no sólo para Estados Unidos sino para el resto del mundo, ya que otros países han adoptado modelos similares con la creencia de que se trata de la mejor forma de garantizar la comercialización de los inventos realizados en las universidades (Geuna y Nesta 2006; Mowery y Sampat 2005).

Con base en la ya abundante literatura sobre la operación de las Oficinas de Licenciamiento de Tecnología (olt) en las universidades, los procesos de licenciamiento de tecnología, y en general las relaciones universidad-industria, nuestra aproximación al tema se nutre de las contribuciones de tres tradiciones teóricas. La primera es la economía evolutiva institucional, de la cual son pioneros Sidney Winter y Richard Nelson, e incluye a Wesley Cohen, David Mowery, Nathan Rosenberg, y a sus estudiantes. Ellos examinaron la evolución histórica del modelo actual en el que la universidad es propietaria de los inventos y descubrieron que está teniendo un efecto perceptible, aunque discutible en términos de su importancia, en el desarrollo de la investigación científica (Mowery et al. 2004; Cohen et al. 2000). La segunda corriente que ha influido nuestro trabajo es el análisis de redes sociales, especialmente el grupo que trabaja en torno a Walter W. Powell. Aunque menos abiertamente preocupados por los impactos sociales e institucionales en la universidad o su eficiencia, su minuciosa investigación sobre los vínculos entre la universidad y la industria y sobre el papel y funcionamiento de las olt los ha llevado a la hipótesis de que existe una hibridación de investigadores en estos dos tipos de instituciones (Owen-Smith 2003; Rhoten y Powell 2007). La tercera influencia de este trabajo viene de la tradición legal que revisa el modelo actual de licenciamiento de inventos en las universidades (Eisenberg 1996; Lemley 2007; Rai y Eisenberg 2003). Estas teorías informan nuestra comprensión sobre las estructuras institucionales a nivel macro y sobre las redes dentro de las cuales operan los inventores, los administradores de las olt, y los propios inventos.

Antecedentes

La motivación del Congreso para aprobar la ley bd surgió de la discutible tesis de que las patentes generadas por investigaciones realizadas con fondos federales no eran debidamente explotadas debido a la inseguridad respecto a su apropiación (Berman 2008; Eisenberg 1996; Mowery et al. 2004). También existía la creencia de que las universidades serían la fuente de innovaciones que consolidaría la superioridad económica de los Estados Unidos (Berman 2008; Brooks 1993; Stevens 2004). En este sentido, el objetivo de la política pública fue incentivar la transferencia hacia la sociedad de los beneficios de la investigación financiada con fondos federales. Muchas universidades se arrogaron de antemano los derechos sobre las invenciones de sus empleados, como condición para sus contrataciones; junto con los derechos sobre las invenciones, vino la obligación para comercializarlas activamente (Eisenberg 1996; Mowery et al. 2004; Sampat 2006). El modelo conceptual implícito sostenía que las universidades estarían suficientemente interesadas en responder a la oferta de propiedad intelectual para comercializar sus invenciones a la industria (Rafferty 2008). 

La ley bd fue resultado de los esfuerzos de cabildeo por las partes interesadas, en este caso las empresas y los administradores de patentes de las universidades, que esperaban obtener beneficios económicos de estas invenciones (Eisenberg 1996, 1726; Sandelin 2007; Washburn 2005). Para las universidades, el interés por apropiarse de los resultados de las investigaciones de sus empleados fue impulsado por el surgimiento de la industria biotecnológica, cuya promesa de riquezas para los propietarios de las invenciones llegó a su máxima expresión cuando las empresas Genentech, en 1980, y Cetus, en 1981, ofertaron públicamente sus acciones (Kenney 1986). Para los administradores de las universidades estas riquezas parecían alcanzables puesto que las patentes de productos farmacéuticos son más fáciles de defender que en otros campos, y por lo tanto adecuadas para obtener ganancias con ellas por parte de organizaciones que se dedican exclusivamente a la investigación, como las universidades.

En el momento que la ley bd fue aprobada, había pocos investigadores en las universidades con interés en la comercialización de inventos, sobre todo en biología. Esto cambió en la década de 1980 en la medida en que la biología, el campo con mayor ingreso de fondos federales, experimentó una revolución técnica y comercial, haciendo los resultados de investigación más comercializables y, en algunos casos, bastante lucrativos (Kenney 1986; Jong 2006; Colyvas 2007). En la ingeniería y la química había una larga historia en la comercialización de inventos propiedad de la universidad, aunque en gran medida a través de esfuerzos individuales por parte de los profesores y de la Corporación para la Investigación (Mowery et al. 2004). En buena medida la bd representó la formalización de un movimiento en curso (Berman 2008), pero sirvió para alertar a los profesores y administradores que operaban bajo el anterior ethos mertoniano de que las condiciones estaban cambiando. Además, era socialmente deseable que los investigadores de las universidades patentaran sus inventos; bajo la expectativa de una nueva fuente de ingresos, las universidades que no contaban con una olt rápidamente establecieron una.

¿Es una olt necesaria para la transferencia de tecnología?

Las universidades tienen una larga historia en la generación de inventos con valor comercial que luego son utilizados por la industria (Geiger 2004; Mowery y Sampat 2001; Rosenberg y Nelson 1994). Sin embargo, fue a partir de la década de los años setenta que las olt dedicadas a comercializarlos se volvieron comunes (Mowery et al. 2004). 

Una característica única de las universidades es que su variedad de inventos es mucho mayor que la de cualquier empresa del sector privado. Dado que la importancia de las patentes difiere según la industria (Levin et al. 1987), las olt de las universidades necesitan diferentes procedimientos, métodos y objetivos para cada industria en particular. Por ejemplo, en electrónica, software8 e ingeniería, las patentes suelen usarse defensivamente para prevenir casos de violación de derechos de autor por parte de otras empresas. Es dudosa la importancia de las patentes de las universidades en el software y la electrónica en términos de facilitar la transferencia de tecnología (Jaffe y Lerner 2004), como lo demuestra la Universidad de Stanford con su uso frecuente de licencias no exclusivas (Ku 2002). Si se consideran las startups de tecnologías de la información (ti) afiliadas a las universidades durante las últimas tres décadas, algunas no tenían licencias de la universidad, incluyendo a Sun Microsystems (Stanford), Yahoo! (Stanford) y Netscape (Universidad de Illinois),9 mientras que otras más nuevas, como Akamai (mit), Google (Stanford), Lycos (cmu) y Cisco (Stanford)10 sí procuraron adquirir licencias. Lo que no está claro es si la participación de una olt fue necesaria para su adopción. Si las olt no hubieran sido vitales en apoyar el proceso de transferencia y comercialización en ti y otros campos de la ingeniería, entonces es posible que las olt y el patentamiento sean más valiosos en campos como las ciencias biológicas, una observación apoyada por la investigación académica (Cohen y Walsh 2002; Coriat et al. 2003; Lim 2004; Merges y Nelson 1990). 

Algunos estudios de caso permiten apreciar el valor de las olt para la transferencia de tecnología. El caso más estudiado es el de la patente Cohen-Boyer (c-b), una de las más rentables entre las de propiedad universitaria y que resulta muy útil para analizar la centralidad de las olts en la difusión de tecnología. Las patentes c-b fueron expedidas durante la década de 1980 respecto de una técnica pionera y fundamental para la creación de microorganismos modificados genéticamente (Hughes 2001; Kenney 1986, 258; Powell et al. 2007).11 Durante sus 17 años de vida, la c-b generó ingresos por más de 255 millones de dólares para la Universidad de Stanford y la Universidad de California; la gran mayoría de éstos fueron regalías provenientes de la aplicación de procedimientos terapéuticos desarrollados utilizando la técnica de ingeniería objeto de la patente.

Un invento igualmente importante, desarrollado simultáneamente, ofrece una perspectiva diferente. En 1975, mientras trabajaban en la Universidad de Cambridge, Georges Köhler y César Milstein describieron en una breve carta a Nature el invento que sería conocido como anticuerpos monoclonales (mab, por sus siglas en inglés), que rápidamente se convirtió en una poderosa y ampliamente utilizada tecnología facilitadora (enabling technology) de uso general.12 Los inventores estaban conscientes de su valor y declararon explícitamente en su carta que “tales cultivos podrían ser útiles para el uso médico e industrial” (cit. en Cambrosio y Keating 1995, 8). Si esta invención hubiera sido patentada, habría sido una patente básica (Oliver y Liebeskind 2003). En este caso, los inventores prefirieron hacerla del dominio público.

Siguiendo el razonamiento de Feldman et al. (2007), en el sentido de que en ausencia de las políticas de licenciamiento de Stanford la tecnología c-b hubiese permanecido sin desarrollarse, uno podría esperar que los mabs languidecerían sin ser usados. Sin embargo, en 1978, exactamente tres años después de la carta a Nature, se estableció en San Diego Hybritech, la primera empresa basada en mabs. También se crearon otras empresas de mab, y las grandes farmacéuticas integraron la tecnología. Esta difusión sugiere, al menos en lo que respecta a las tecnologías de uso general, tales como c-b o mab, que hay pocas razones para suponer que los inventos se quedarían sin ser utilizadas por falta de propiedad intelectual, o incluso que su difusión se retrasaría. Tanto c-b y mab han contribuido al florecimiento de la iniciativa empresarial, pero el patentamiento no tuvo ningún impacto sobre su adopción. Por supuesto, cuando estas técnicas se utilizan para crear una prueba farmacéutica o de mab, una patente puede proporcionar protección para su comercialización.

Los ejemplos anteriores se remontan al inicio de la industria biotecnológica. Un ejemplo contemporáneo es la invención de líneas de células madre. Una serie de líneas de células madre fueron desarrolladas en la Universidad de Wisconsin, Madison (uwm), y los derechos de patente fueron asignados a la warf (Wisconsin Alumni Research Foundation) una entidad privada (Jain y George 2007).13 Consciente de que las células madre tenían posibilidades comerciales, la warf diseñó un contrato de licenciamiento que fuera aplicado a todos los usuarios, incluso a los investigadores de la universidad. El contrato de licenciamiento estipulaba que la warf podría ganar y demandar regalías por cualquier invención que utilizara sus líneas de células madre. La uwm, a través de su agente warf, tiene una larga historia que se remonta a la década de 1930 de reclamar agresivamente a posibles licenciatarios, ya sean empresas u otras instituciones de investigación (Sampat y Nelson 2002; Rai y Eisenberg 2003). Por ejemplo, la warf exigió regalías de cualquier invento que estuviera relacionado por el Instituto Californiano de Medicina Regenerativa, un instituto sin fines de lucro, establecido por los votantes de California con el objetivo de acelerar la investigación relacionada con células madre. Bajo la presión de la opinión pública y las amenazas del National Institute of Health (nih) para utilizar sus derechos bajo la ley bd (Eisenberg y Rai 2004), warf retiró su demanda sobre el pago de regalías por parte del Instituto Californiano (warf 2007). Este incidente demuestra que, en este caso, los ingresos y no la difusión de tecnológica fueron el objetivo primordial. La warf, que es un modelo para muchas otras olt, tiene las características operativas de una entidad con fines de lucro.

Este tipo de preocupaciones se repiten en un creciente número de patentes universitarias relacionadas con materiales biológicos, muchas de las cuales son el resultado de investigación financiada por los contribuyentes (Mowery y Ziedonis 2007; Walsh et al. 2007). Por ejemplo, Walsh et al. (2007, 1193) encontraron que “incluso para la transferencia de una institución académica a otra, donde las líneas directrices del nih [que sugieren que los derechos y regalías no sean utilizados] son aplicables, 29 por ciento [de los acuerdos de transferencia de materiales] incluyeron derechos y 12 por ciento una solicitud de regalías”. Estos resultados sugieren que algunas olt, en su búsqueda de mayores ganancias provenientes de patentes, tratan a la investigación como una oportunidad para generar ingresos. La siguiente sección se basa en estos hallazgos que sugieren que el modelo actual de propiedad de olt no es una buena solución organizacional para maximizar los beneficios sociales de los inventos generados en las universidades.

La relación inventor-olt

En el modelo donde la universidad es propietaria de los inventos la relación básica consiste en un investigador revelando su invento a la olt de la universidad. En esta transacción hay dos actores: el inventor y la olt. Si la invención es patentada interviene un tercer actor, el licenciatario (una complicación adicional es que el inventor puede convertirse en el licenciatario). En las siguientes secciones se analiza el papel de la olt y del inventor, pero no explícitamente del licenciatario. La revisión se centra en las contradicciones y dilemas inherentes al modelo actual de propiedad de la invención.

 

Las Oficinas de Licenciamiento de Tecnología (olt)

 

Incluso la más grande de las olt es sólo una pequeña entidad dentro las universidades, algunas de las cuales tienen presupuestos para investigación por más de 500 millones de dólares. Estas oficinas tienen diferentes ubicaciones en los organigramas universitarios, pero generalmente se encuentran bajo el mando del administrador responsable de la investigación. Durante las dos últimas décadas, las olt han crecido en número, tamaño y costo. En el 2006, aproximadamente 20 por ciento de ellas tenían más de quince empleados (autm 2006). En olt de ese tamaño, los gastos directos e indirectos pueden llegar hasta aproximadamente dos millones de dólares.14 Su rentabilidad financiera varía significativamente; las más exitosas tienen ingresos brutos de entre 20 y 60 millones de dólares, mientras que la mayoría tienen rendimientos por debajo de los cinco millones de dólares. Existen casos atípicos, como la Universidad de Nueva York, que recibió 197 millones de dólares en 2006, y la Universidad de Columbia, que no informó de sus ingresos a autm (autm 2006).

Aunque se supone que los ingresos de las olt deben ser utilizados para futuras investigaciones, estos fondos resultan atractivos para los administradores, pues tienen la característica de estar libres de gravamen, de modo que pueden ser utilizados con mucha discrecionalidad. A menudo el costo del personal de apoyo proviene de fondos públicos, ya sean federales o estatales. Esta asimetría ofrece un poderoso incentivo, ya que el funcionamiento de la olt se sostiene con fondos restringidos, mientras que las ganancias tienen mucho menos restricciones para ser utilizadas. La fuerza de este incentivo es difícil de medir, pero podría ser considerable pues los fondos flexibles son invariablemente más escasos.

Una justificación para el modelo en el que la universidad es propietaria de los inventos es que ésta administra y maneja la propiedad intelectual del inventor, es decir, proporciona un servicio. Esta justificación, sin embargo, resulta más razonable en los casos donde el invento es objeto de licenciamiento. Si el inventor busca formar una empresa, no existe ninguna razón económica para que la olt se involucre. Cuando la universidad negocia con una empresa externa, se podría argumentar que la olt tiene ventajas en términos de poder institucional y experiencia en la concesión de patentes. En tal caso, la olt puede ser mejor contrato si se pueden encontrar licenciatarios que el inventor no puede encontrar, o asegurar tarifas más altas de licenciamiento. Esta solución puede ser superior, en términos de Pareto, en el sentido de que tanto el inventor como la universidad quedan en una mejor situación por el conocimiento que la olt tiene sobre el mercado. Si la olt no tiene mayor conocimiento, entonces la universidad simplemente está imponiendo un gravamen sobre la invención, presumiblemente logrando un menor esfuerzo por parte del inventor, lo cual es inferior en términos paretianos.

Thomas Hellman (2007) plantea un escenario en el que la universidad puede ser la propietaria de los inventos. Su modelo supone que la olt, actuando en nombre de la universidad titular de la patente, tiene un conocimiento superior al del inventor sobre cómo el invento puede ser utilizado y por cuáles empresas. El resultado general es que el inventor está en mejor posición delegando la búsqueda de licenciatarios a la olt. Existe, por supuesto, un problema en esta formulación debido a que el inventor no está delegando, pues la olt ya tiene la propiedad de los derechos. Si la olt no es más eficaz que el inventor en la búsqueda, entonces es preferible que el inventor tenga los derechos (Hellman 2007, 28).

¿Tiene la olt, como sostiene Hellman (2007), una capacidad superior de búsqueda que la del inventor? Este escenario es cuestionable debido a que el inventor está empapado en la literatura relacionada con su tema, conoce a los competidores en el campo de su investigación, ya sea que trabajen en instituciones públicas o privadas, y tiene ideas acerca de las posibles aplicaciones de su invento. Thursby y Thursby (2004) confirman esto en su observación sobre “la extrema importancia de los contactos personales entre los empleados del departamento de investigación y desarrollo de las empresas y los investigadores de la universidad”.15 No sólo es más probable que los inventores tengan mejor conocimiento sobre las empresas que podrían estar interesadas en un invento, sino que también desempeñan un papel fundamental “en la transferencia de la tecnología después de que se ha hecho un invento”.

El conocimiento del mercado es a menudo tratado como si no tuviera un costo, pero como han demostrado Cohen y Levinthal (1990) y muchos otros, el evaluar y utilizar el conocimiento depende del desarrollo de una costosa capacidad de absorción. En un entorno de negocios, esta capacidad usualmente no es general sino específica del sector. Esta observación también aplica a la comercialización de tecnología en las universidades. 

Cuando se incorporan en el modelo los costos de transacción, los procesos involucrados en la asignación de derechos de propiedad y los errores asociados pueden tener efectos de eficiencia, así como efectos distributivos. La explotación más eficaz de un invento la puede hacer el inventor o la olt, dependiendo de la experiencia y las capacidades de ambos respecto a ese invento en particular. Por desgracia, debido a que en la realidad la información perfecta no existe, estos no pueden ser conocidos a priori. Si los costos de transacción y la pérdida de tiempo entre el inventor y la olt son bajos, entonces un error en la asignación de los derechos de propiedad puede ser corregido poniendo al grupo que incorpora el mayor valor en la invención a negociar esos derechos. Pero si los costos de transacción y la pérdida de tiempo son importantes, entonces una asignación incorrecta puede resultar en pérdidas económicas.

La olt como organización tiene contradicciones y mandatos difíciles de cumplir. Independientemente de si están bien administradas, las olt ocupan una posición conflictiva en cualquier proceso de comercialización de tecnología. Basados en investigación observacional, Owen-Smith y Powell (2001) encontraron que una olt bien administrada en una universidad privada de corte empresarial operaba sin problemas y con un éxito considerable, pero otra olt en una universidad pública y grande experimentaba importantes dificultades operativas. Dicho en pocas palabras, una olt mal administrada puede impedir la transferencia de tecnología. En sus investigaciones en universidades de élite, donde se supone existen olt bien administradas, Colyvas et al. (2002) encontraron un caso en donde la olt, buscando proteger el interés de la universidad en un invento, complicaba el proceso de transferencia. En nuestras conversaciones con inventores de nuestra universidad escuchamos muchas anécdotas y rumores sobre casos en los que las acciones de la olt para proteger su posición de propietario complicaban o retrasaban la comercialización de los inventos.

Las olt y su personal son a menudo valorados en términos de los ingresos que generan. Por ello, los esfuerzos de estas entidades naturalmente se enfocan a la obtención de la mayor cantidad posible de ingresos. Debido a que casi todas las universidades se basan en presupuestos anuales, la estrategia dominante sería favorecer los pagos por adelantado por parte de grandes empresas con gran capital y concentrarse agresivamente sólo en aquellos inventos que los oficiales de patentamiento de tecnología suponen que cuenten con el mayor potencial de rentabilidad (Lemley 2007).16 Concentrarse sólo en los inventos rentables podría inadvertidamente limitar los spin-offs de las universidades. En un estudio sobre la comercialización por startups de los inventos realizados en universidades en el campo de la microscopía electrónica, Cyrus Mody (2006, 80) concluyó que “quienes diseñan la política pública no pueden predecir cuales comunidades [de investigación] generarán ganancias, y van a estorbar todo si tratan de fomentar sólo a las rentables a expensas de las demás”.

Existen otros incentivos perversos. Las olt exitosas pueden tener una perspectiva a más largo plazo y, con el fin de maximizar sus ganancias, utilizar estrategias tales como la búsqueda de patentes “submarinas”.17 Un excelente ejemplo son los esfuerzos secretos de la Universidad de Columbia para extender las patentes de transformación de Axel solicitando prórrogas continuamente a la oficina de patentamiento. Tuvieron éxito en obtener que una patente se hiciera pública dos años después de que el primer grupo expirase.18 Esta estrategia sugiere que el objetivo principal de la olt de Columbia no es la transferencia de tecnología sino maximizar sus ingresos. Tales esfuerzos extraordinarios para extender las patentes son totalmente lógicos si se considera que Columbia enfrentaba una pérdida de ingresos anuales por más de 50 millones de dólares. Con estos ingresos, los objetivos originales de la universidad, como es el contribuir a la transferencia de conocimientos y al bienestar social, corren el riesgo de convertirse en subproductos.

En resumen, la olt es el intermediario centralizado para el licenciamiento de tecnología y, en virtud del hecho de que es propietaria de todos los inventos, asume toda la responsabilidad para su comercialización. Esto a pesar del hecho que el inventor es a menudo el actor mejor informado respecto a la ciencia relacionada con el invento, así como de sus posibles aplicaciones y de licenciatarios potencialmente interesados. Esto de ninguna manera implica que las olt no tienen un papel. De hecho, las olt bien administradas se encuentran en posición de atraer inventores sobre la base de los servicios que ofrecen. 

 

El inventor 

 

Muchos investigadores eligen una carrera universitaria debido al ambiente relativamente informal, poco supervisado y colegial. En las ideas de muchos economistas y políticos sobre el proceso de transferencia de tecnología está implícito el supuesto de que los inventores de las universidades son empleados de la misma forma que lo son los investigadores de las empresas. Sin embargo, el mercado de trabajo en el que se inserta un inventor universitario, particularmente un profesor, difiere del de investigador de una empresa. Por ejemplo, para la universidad es casi imposible dar por terminado el contrato de un investigador titular. Además, los profesores se desempeñan en especializaciones únicas cuyo contenido de fondo puede no ser entendido incluso por su “supervisor” directo, el jefe del departamento, quien también es su colega. Para evaluar el desempeño de los profesores, los administradores dependen de sus colegas departamentales, así como del colegio invisible de pares externos para juzgar sobre la calidad de las investigaciones, las solicitudes de financiamiento, y las decisiones sobre el personal.

El proceso de trabajo de un profesor es en gran medida inmune al control y supervisión directa por parte de la administración. El apoyo a la investigación es predominantemente extramuros, para proyectos específicos, y sujeto a un mínimo control o dirección estratégica por parte de los administradores de la universidad. Gran parte de la producción científica importante y de valor para una comunidad académica, como son los libros de texto, pertenecen a ésta y no a la universidad. Por el contrario, la fuente de los fondos para investigación en las empresas es por regla general interna; los administradores tienen un control directo sobre los fondos, y los contratos pueden ser terminados en cualquier momento. El concebir a los profesores con las mismas limitaciones, motivaciones, y posición estructural que los empleados de una empresa lucrativa o del servicio civil burocrático, es erróneo. Los inventores de las universidades tienen una considerable independencia y están sujetos a una supervisión poco rígida, lo cual es por cierto una garantía para relaciones complicadas y un tipo de responsabilidad muy diferente de la que existe en las empresas privadas.

Aunque los investigadores de las universidades están obligados a revelar y ceder sus inventos a la universidad, este requisito no es fácil de controlar o hacer cumplir (Siegel et al. 2003; Markman et al. 2008). La literatura sugiere que la mejor manera de fomentar la divulgación de sus inventos por parte de los empleados de la universidad es aumentando la cuota de ingresos por la invención. Las bajas tarifas en las regalías fomentan la creación de empresas (Di Gregorio y Shane 2003), lo que implica que los investigadores son sensibles a los costos de oportunidad para formar su propia startup. Este incentivo supone que los inventores de las universidades están necesariamente motivados para recibir las mayores regalías posibles.19 En casos donde el inventor tenga una participación financiera importante en la empresa licenciataria de la tecnología, las regalías disminuyen las ganancias de la empresa, lo que hace que el dueño o inventor tenga motivos contradictorios.

Cuando un inventor revela un invento a una olt, pueden surgir tensiones si el inventor considera, con razón o sin ella, que la olt no está administrando bien el proceso o generando insuficientes ingresos. En caso de que los inventores consideren que la olt está invirtiendo recursos insuficientes o que es incompetente, la conformidad con las reglas de la universidad puede disminuir y las relaciones pueden llegar a ser antagónicas. En el caso de inventos anteriores el inventor tiene pocas alternativas. Sin embargo, para las futuras invenciones sí existen alternativas para no revelar sus inventos. A diferencia de una empresa, donde presumiblemente es mucho mayor la supervisión de los investigadores, la universidad es congénitamente incapaz de supervisar de una forma estricta sin violar sus valores fundamentales.

Muchos profesores han establecido nuevas empresas o desarrollado relaciones estrechas (muy a menudo incluyendo incentivos económicos tangibles) con empresas que realizan investigación en campos muy relacionados con su investigación en la universidad. Esto crea las condiciones para el surgimiento de un “mercado gris” para los inventos (Markman et al. 2006; Mody 2006, 79). Este mercado gris es difícil de medir, pero probablemente es grande. En una muestra a los Institutos Nacionales de Salud, los concesionarios de los Institutos Nacionales de Cáncer, David Audretsch et al. (2006), encontraron que un porcentaje superior al 20 por ciento de los profesores habían establecido empresas en su área de conocimiento, sin contar con licencias por parte de la universidad. En un estudio sobre las patentes, Markman et al. (2008, 33) encontraron que más del 42 por ciento de los profesores que patentaron una o más de sus invenciones no lo habían hecho a través de las olt. Paralelamente las conclusiones de Rappert et al. (1999) y Markman et al. (2008) demuestran que los profesores que no revelaban sus inventos patentables eran más propensos a establecer una empresa. De una gran población de patentes generadas por profesores de universidades, Thursby et al. (2009) encontraron que 26 por ciento fueron asignadas directamente a las empresas; sin embargo, notaron que estas patentes eran menos básicas que las asignadas a las universidades. A partir de esto concluyeron que algunas de las patentes de profesores que fueron asignadas a empresas pueden ser fruto del trabajo de consultoría y por lo tanto no todas son necesariamente parte del mercado gris.

Un inventor tiene muchas opciones para eludir la olt de la universidad. Por ejemplo, es posible establecer una empresa antes de generar una invención patentable y luego transferir el “descubrimiento” que tiene un resultado valioso hacia la empresa. Este cambio a menudo no es complicado debido a que el conocimiento tácito puede transferirse a través de un estudiante de posgrado que se incorpora a la empresa. Para llevar a cabo el proceso de transferencia el investigador de la universidad puede aceptar participación en el capital e incorporarse al comité científico asesor. En ciencias de la computación y otras disciplinas de la ingeniería la transferencia de los inventos a menudo es fácil, ya que la ubicación de la actividad inventiva es fungible y hay menos evidencia escrita, tal como cuadernos de laboratorio, para establecer el origen de la invención. Una investigación por parte de la olt a los profesores es con frecuencia difícil y causante de divisiones, si bien las universidades investigan a sus profesores y personal debido a una variedad de razones. Peor aún, si se encontrasen violaciones, entonces se pudieran tomar medidas disciplinarias potencialmente penosas. Los inventores que se encuentren motivados para ello tienen grandes oportunidades y los medios para eludir a la olt.

Una variante de la estrategia del mercado gris es la publicación del invento, invalidando la posibilidad de una patente. Dado que el inventor tiene un conocimiento superior, es posible fundar una empresa para explotar conocimiento ahora “público” de la invención. Esta estrategia es probablemente más simple en ingeniería e informática, pero puede ser factible en los instrumentos biomédicos y científicos (Mody 2006). Una desventaja es que la disposición de capital de riesgo para apropiarse del conocimiento de código abierto puede ser más difícil. 

Por otra parte, los inventores pueden revelar el invento y luego no cooperar con la olt. En tales casos, la olt tiene poco margen de acción. La falta de cooperación asegura que la concesión de una licencia será difícil, y podría obligar a la olt a proporcionar una licencia de bajo costo al inventor. Por otro lado, para el inventor los costos por la no cooperación son mínimos. 

Desde una perspectiva económica, la posición del inventor es curiosa. Los inventores están legalmente obligados a revelar sus invenciones, y, sin embargo, la aplicación de este principio es difícil. Link et al. (2007) reconocen este hecho y concluyen que “parece prudente que las universidades que otorgan una alta prioridad a la transferencia de tecnología formal también den un valor más alto a las patentes, licenciamientos formación de start-ups en sus decisiones de promoción y permanencia de los profesores”. Para ajustarse a las necesidades del modelo actual de olt, estos autores sugieren una transformación en la estructura de incentivos por parte de la universidad. La investigación, docencia, y las contribuciones al conocimiento general de la sociedad competirían con la generación de patentes y creación de empresas como parte de los objetivos de la universidad. De ser un apéndice de la universidad y una fuente menor de financiamiento pasarían a ser uno de los objetivos centrales de la universidad, sin tener ninguna evidencia de que tal cambio en la política tendría efectos socialmente deseables o generaría una mayor actividad económica.

Modelos alternativos

Tomando en cuenta las contradicciones, los incentivos mal alineados, y las ineficiencias inherentes al modelo actual de propiedad intelectual, proponemos dos modelos alternativos a considerar. El primer modelo se basa en la premisa de que la propiedad del inventor se traducirá en una mayor comercialización y rápida difusión de la tecnología. Este modelo no puede responder al argumento normativo de si la universidad debe ser recompensada por ser la institución dentro de la cual se gestó la invención. Sugerimos que la propiedad sea concedida al inventor, precisamente la persona que mejor entiende el invento, su potencial, y quien es más probable que tenga idea sobre los posibles clientes. 

El segundo modelo se basa en derechos de propiedad más débiles y tiene dos variantes (Eisenberg 1996; Nelson 2004; Rhoten y Powell 2007). En la primera variante todos los inventos de la universidad se harían del dominio público y estarían disponibles para todos los usuarios; la administración de la universidad sería eliminada del proceso de transferencia de tecnología y por lo tanto se eliminaría la concesión de patentes. La universidad regresaría a su papel de plataforma para la investigación y la educación. En una variante menos drástica son obligatorias las licencias no exclusivas; la obligación del inventor de revelar y la propiedad de la universidad continúan sin cambio, pero requiriendo que las licencias sean no exclusivas.20 En la variante no exclusiva la propiedad de la universidad no es cuestionada.

 

La propiedad del inventor 

 

En el modelo donde el inventor es el propietario la decisión sobre la divulgación del invento se descentraliza a quienes están más cerca del proceso de creación del conocimiento y a quienes probablemente tienen la mejor información. Este modelo ya existe, y se practica por omisión en casos en donde las universidades deciden no explotar la invención y el inventor solicita los derechos al patrocinador de la investigación (Chew 1992).21 Si los inventores fueran propietarios de los derechos, entonces podrían optar por utilizar la olt de la universidad o cualquier otra organización para comercializar la tecnología, hacerlo ellos mismos, o poner el invento en el dominio público. En un modelo donde el inventor es el propietario del invento, ellos serían los agentes principales de su promoción y podrían garantizar un agente.

Existen beneficios más allá de la eficiencia. En campos como las ciencias de la computación, los inventores de software generalmente desean poner sus programas en el dominio público, pero muchas olts demandan que estos programas sean protegidos y cuenten con una licencia. En el modelo donde el inventor es el propietario, el inventor tomaría decisiones sin considerar las limitaciones institucionales. Un modelo donde el inventor es el propietario del invento eximiría a los investigadores de la obligación de colaborar en el patentamiento de los inventos realizados en su laboratorio, y de ayudar a la universidad en la búsqueda de patentes. Los inventos podrían ser puestos a disposición del público sin violar sus contratos de trabajo. Esto es importante porque a menudo un arreglo de dominio público es el mejor medio para generar un bien público debido a que proporciona una rápida difusión de la tecnología.

Más allá de la eficiencia, un modelo donde el inventor es propietario de la patente eliminaría la tentación de juzgar a los profesores sobre la base del rendimiento financiero que pueden proporcionar a la universidad. La transferencia de los derechos de propiedad al inventor plantea cuestiones normativas respecto a la conveniencia de permitir a los individuos captar el beneficio total de los inventos desarrollados con fondos públicos en un espacio público como es la universidad. Esto podría abordarse a través de contratos de trabajo donde se estipule que la universidad recibirá un porcentaje de las ganancias de sus inventores, por ejemplo cinco por ciento de las participaciones o recaudaciones por licenciamientos de cualquier invento que los investigadores universitarios realicen en sus campos de especialización. El porcentaje debe ser lo suficientemente pequeño para no desalentar al inventor en la comercialización. Este pre-acuerdo reduciría el floreciente mercado gris que entorpece el modelo actual. Un modelo donde el inventor es el propietario de la invención no excluye el abordar cuestiones normativas.

Tal modelo no es una panacea, pero no empeoraría los problemas existentes. En los casos en que un invento tiene varios inventores, independientemente del modelo de propiedad, la prioridad y la propiedad deben ser determinadas. Un argumento en favor de la propiedad de la olt es que, si hay varios inventos con múltiples y diferentes autores, la olt como propietaria puede agregar esos inventos. Esto se hace más difícil en el escenario de propiedad del inventor, ya que no hay ninguna soberanía central. Que una olt pueda hacer esta agregación más eficazmente que las partes o, en su caso, que los tribunales civiles, no está claro. Si la olt decide desfavorablemente sobre ciertos reclamantes, es probable que la decisión sea impugnada ante los tribunales. Si los inventores se encuentran en instituciones separadas el proceso de determinación de la propiedad será más complicado, ya que no sólo los inventores, sino también sus respectivas olt, se encuentran involucrados. Entre mayor sea el número de partes involucradas y con intereses en juego, llegar a un acuerdo es probable que sea más difícil. 

En un modelo donde el inventor es el propietario, el papel de la administración de la universidad cambiaría en el sentido de que no sería responsable del licenciamiento de tecnología. Regresaría a su anterior y más importante encargo, el garantizar que los profesores cumplan con sus deberes institucionales. La propiedad del inventor podría dar lugar a la explotación de estudiantes, pero no hay ninguna razón evidente para que esta explotación pudiera ser más frecuente de lo que es hoy, y la administración no tendría que lidiar con conflictos de intereses. Si este tipo de problemas fueran una preocupación, entonces los profesores podrían ser obligados a informar sobre sus actividades para explotar los inventos generados en la universidad (o incluso todos) que estuvieran comercializando. Esto crearía una mayor transparencia. La propiedad del inventor no debería generar nuevos problemas, pero sí en cambio corregir algunas de las dificultades e ineficiencias actuales.

Debido a que el modelo del inventor propietario actualmente no existe en los Estados Unidos, no se pueden realizar comparaciones directas.22 Las universidades de Stanford y Wisconsin tuvieron en el pasado políticas que permitieron a los inventores apropiarse de inventos realizados con donaciones y que por lo tanto no tenían restricciones por parte de la agencia que proporcionó el financiamiento. Más pertinente puede ser el caso de la Universidad de Cambridge, que a inicios de 2001 implementó un nuevo esquema obligatorio donde los investigadores eran propietarios de sus inventos. Por su parte, la Universidad de Waterloo tiene la política de propiedad del inventor más fuerte de Canadá, y es ampliamente reconocida por tener la mayor cantidad y los más valiosos spin-offs que cualquier otra universidad de ese país (Bramwell y Wolfe 2008).23 Por último, en el caso de Europa existe una variedad de diferentes modelos, y la transferencia de tecnología, hasta hace poco, ocurría casi en su totalidad fuera de los canales oficiales de las universidades. 

Stanford tiene una larga historia empresarial de transferencia de tecnología (Lowen 1997). En un estudio sobre la evolución de los procedimientos de la Oficina de Licenciamiento de Tecnología de Stanford, Jeanette Colyvas (2007, 468) muestra que en el campo de la biomedicina al inicio existían cuatro modelos bastante diferentes para organizar la relación entre los laboratorios universitarios y las empresas. Eventualmente, estos modelos se fusionaron en un modelo único institucionalizado que combinaba elementos de los primeros.24 Ella concluye que “el dinero y la iniciativa empresarial fueron productos más que un insumo” (Colyvas 2007, 474). En el campo biomédico, “la subsecuente lluvia de regalías años después de la investigación original (y los primeros debates acerca de cómo organizar la intersección de la comercialización y la academia), causaron que los acuerdos existentes se rehicieran, dando lugar a la revisión de las prácticas de transferencia de tecnología”.25  Para Stanford, como Colyvas y Powell (2007) muestran, la actividad de comercialización en la biología creció más rápidamente en la década de los noventa.26 Nuestra conclusión es que los profesores de la Universidad de Stanford, los estudiantes y el personal habrían comercializado sus inventos o, como en el caso de la bd, sus inventos habrían sido utilizados independientemente de la presencia de una olt, aunque también estamos seguros de que la olt de Stanford ayudó a muchos de los inventores. 

Mientras que la olt de Stanford fue menos importante en la comercialización de las tecnologías digitales, en la década de los ochenta las transferencias de tecnología más visibles se llevaron a cabo en este campo. Por ejemplo, en 1982, Sun Microsystems (Sun era un acrónimo de Stanford University Network), una empresa que comercializaba estaciones de trabajo en red, resultó de una colaboración empresarial entre tres estudiantes de posgrado de Stanford y uno de la Universidad de California en Berkeley. En 1984, Cisco Systems fue formada por dos miembros del personal de Stanford que construían los enrutadores para conectar las redes de área local de Stanford, que en ese entonces se encontraban separadas. Del mismo modo, en 1982, Silicon Graphics comercializó un programa de software, el motor de geometría, que el profesor James Clark y sus estudiantes de posgrado habían desarrollado en Stanford. Aunque en cada uno de estos casos la olt de Stanford estuvo involucrada, sus acciones no fueron fundamentales para el éxito comercial. En Stanford existen pruebas de una comercialización de tecnología exitosa sin la presencia de la olt. Hay poca evidencia que la transferencia de tecnología haya aumentado desde 1994, cuando se tomó la decisión de exigir que todos los inventos desarrollados en Stanford se revelaran a la olt. Afortunadamente, hay poca evidencia de que la transferencia de tecnología se haya visto frustrada por la olt de Stanford, que tiene una reputación de ser orientada a los servicios (Colyvas 2007).

Hasta recientes cambios en la política, la Universidad de Cambridge es el caso más puro de una universidad de investigación de clase mundial utilizando el modelo del inventor propietario. Aunque no hay comparaciones internacionales, también es muy posible que haya sido la universidad más fértil en términos de una iniciativa empresarial basada en la tecnología fuera de Estados Unidos (Garnsey y Heffernan 2005; Druilhe y Garnsey 2004; Myint et al 2005).27 Con referencia al modelo del inventor propietario, Elizabeth Garnsey y Paul Heffernan (2005, 1129) describen la situación de Cambridge:

 

La administración centralizada fue mínima hasta después del año 2000 y no tuvo los medios o la inclinación para manejar la tecnología […] Desde 1986, las universidades británicas tenían derecho al modelo del inventor propietario en el trabajo financiado por los Consejos de Investigación. La Universidad de Cambridge fue inusual al conceder este derecho de los inventores a su personal. En el modo laissez-faire durante el periodo inicial no se facilitó un apoyo activo a la transferencia de tecnología.

 

En 2001 esta política fue modificada, mientras la Universidad de Cambridge se ajustaba a las nuevas normas del gobierno del Reino Unido sobre la aplicación de un modelo del inventor propietario tipo bd. 

No existe un recuento total del número de spin-offs en Cambridge, pero no hay evidencia de que el número sea grande. Por ejemplo, Celine Druilhe y Elizabeth Garnsey (2004), utilizando una rigurosa metodología para contar sólo spin-offs fundadas de forma directa, encontraron 109 spinouts directas. De 1970 a 2004 el Departamento de Ingeniería generó 34 spinouts. Acorn Computer, que surgió del Laboratorio de Computación de la universidad en 1979, dio lugar a 32 empresas de segunda generación (Garnsey y Heffernan 2005). Estos éxitos crearon un ambiente propicio para una mayor iniciativa empresarial.

En 2001, un modelo parecido al bd fue implementado en Cambridge, donde la universidad tomó la propiedad de todos los inventos de sus profesores. La fuerza motriz para el cambio del modelo del inventor propietario fue la presión del gobierno nacional y los subsidios para crear olt en las universidades. Hubo una aceptación acrítica de que el modelo bd de la universidad propietaria era responsable del éxito en la comercialización de investigaciones hechas en las universidades (Breznitz 2008) –un caso clásico de la mimesis organizacional descrita por DiMaggio y Powell (1983). Aunque es demasiado pronto para estar seguros del efecto final de esta transición, en un estudio de spinouts de biotecnología, Shiri Breznitz (2008) encontró que a partir de 2001 (el nuevo modelo se aplicó hasta 2004) el número de los spin-offs de biotecnología disminuyeron, aun cuando la población de empresas de biotecnología en Reino Unido y a nivel global habían aumentado. Sus resultados indican que la aplicación del modelo bd puede estar retardando la difusión de tecnología, al menos en términos de iniciativa empresarial de los investigadores, el mecanismo que hizo de Cambridge la región empresarial más exitosa en Europa. El caso de Cambridge ofrece un claro estudio de “antes y después” y, aunque se necesitan más estudios, hasta ahora la evidencia sugiere que el modelo bd no aumentó la transferencia de tecnología o la iniciativa empresarial.

 

Modelos de derechos de propiedad débiles28

 

Algunos autores han sugerido la necesidad de que todos los inventos generados con fondos federales se hagan del dominio público o, en una variante menos radical, sean sujetos solo a licencias no exclusivas (Eisenberg 1996; Nelson 2004). Debido a que una licencia no exclusiva es un “impuesto”, y transfiere las rentas de los inventos de un actor a otro, esta variante “socializaría” una parte del valor de los inventos (Rhoten y Powell 2007). Para procesos de innovación básica, incluso en la biología, una estrategia “abierta” es tan efectiva, incluso más eficaz, que cualquier licencia exclusiva o no exclusiva para impulsar la transferencia tecnológica y el progreso. En muchas de las tecnologías basadas en la ingeniería las patentes normalmente no se consideran como de gran importancia, excepto para garantizar la concesión de licencias cruzadas (Cohen et al. 2000; Mansfield 1986).

La mayor preocupación en un modelo donde no se patenta sería para los compuestos farmacéuticos propietarios que pudieran no desarrollarse debido a la falta de una protección exclusiva de patentes (Levin et al. 1987; Mansfield et al. 1981).29 Ha existido una comercialización exitosa de los compuestos sin exclusividad. Por ejemplo, no hubo patentes para Taxol, la droga contra el cáncer, y sin embargo fue comercializada con éxito.30 El caso de la penicilina –que a su vez no fue patentada, aunque sí sus métodos de producción– sugiere que el caso Taxol pudiera no ser tan excepcional como muchos piensan (Kingston 1994; Neushul 1993). 

Sin derechos sobre una patente, es posible que las pequeñas empresas de biotecnología no pudieran ser capaces de competir con empresas farmacéuticas grandes y bien establecidas que tienen muchos activos complementarios, lo que limita las startups basadas en la ciencia biológica en las universidades.31 Posiblemente una pequeña empresa podría establecerse para comercializar hallazgos hechos en la universidad y no patentados y a la par, mientas opera, crear su propio conocimiento con valor comercial. Por otra parte, una vez que el conocimiento es del dominio público, los empresarios pudieran capitalizar su conocimiento propietario y crear entonces otras empresas. Estas dinámicas operan en un software de código abierto, donde los bajos costos permiten a los empresarios utilizar el software para crear nuevas empresas. Hasta qué punto el modelo de ti puede funcionar tan bien en la industria farmacéutica es un asunto incierto.

Para la universidad, el colocar las invenciones en el dominio público aligeraría las preocupaciones actuales respecto de la influencia de la comercialización sobre su misión y el profesorado. En muchos de los casos, reduciría el costo y la incertidumbre de la utilización de nuevas tecnologías desarrolladas en la universidad, acelerando así su adopción. A través de una respuesta radical a las dificultades del modelo actual, el modelo de dominio público provee un punto de referencia alternativo para considerar otros modelos de propiedad. Colocar los inventos de las universidades en el dominio público puede llevar a mejores soluciones en comparación con el uso de supuestos de un “mundo perfecto”, subyacentes en la mayor parte de los modelos económicos.

Conclusión

Los acuerdos institucionales son resultado de elecciones sociales y políticas, pero la mayoría de los arreglos generan un aura de la normalidad que desalienta una evaluación crítica. Hoy en día, el modelo de la universidad propietaria se formula como el “método natural” para la organización de la interfaz entre las invenciones de las universidades, los inventores, y el ámbito económico. A pesar de una verdadera avalancha de investigación académica sobre transferencia de tecnología a partir de la universidad, cabe destacar que las cuestiones teóricas y conceptuales fundamentales sobre el papel y el funcionamiento de las olt en la transferencia de tecnología han sido tratadas muy superficialmente hasta hace poco.32 Es tan natural que, con pocas excepciones, la investigación académica sobre spin-offs en las universidades utilice datos proporcionados por las olt, que casi siempre omiten a las empresas constituidas fuera de las olt.

Ningún arreglo social funciona a la perfección para cada caso en particular. Además, resulta más fácil ver los defectos en los modelos operando actualmente que en las soluciones propuestas; por ello hacemos un llamado a continuar la teorización y la investigación sobre cómo podrían funcionar los modelos del inventor propietario y del dominio público. En la figura 1 comparamos y contrastamos esquemáticamente los modelos presentados en el artículo en ocho dimensiones: el locus de la toma de decisiones, la difusión de tecnología, el beneficiario directo del ingreso, el impacto potencial en las donaciones a la universidad, el desarrollo económico local, los conflictos de interés, las relaciones adversarias entre la olt y los inventores, y las relaciones adversarias entre la olt y los licenciatarios. Esto demuestra que el modelo de licenciamiento no exclusivo es el más cercano al modelo actual, mientras que el modelo de dominio público es, en muchos sentidos, el más sencillo, ya que no sólo elimina todas las protecciones de propiedad de la investigación en la universidad, sino también cualquier incentivo directo para la comercialización. El del inventor propietario es un modelo descentralizado de transferencia de tecnología que ofrece una gran cantidad de opciones de utilidad social, muchas de las cuales son bastante estándar, pero también ofrece la posibilidad de desarrollar soluciones únicas a problemas particulares.

El modelo olt, donde la universidad es propietaria, se basa en un modelo lineal de innovación donde el inventor inventa, la olt patenta, y el licenciatario comercializa. La literatura muestra que esta conceptualización es incorrecta, ya que la interacción entre el inventor y el titular de la patente es a menudo crítica, y el papel de la olt con frecuencia se reduce a extraer las ganancias. La olt agrega valor cuando actúa como un intermediario que conecta a las dos partes –en cuyo caso la propiedad universitaria es innecesaria. Estudios cualitativos intensivos, como el de Mody (2006) sobre las empresas basadas en inventos desarrollados en la universidad, han demostrado que las nuevas empresas a menudo surgen fuera de los arreglos institucionales de la universidad sobre la transferencia. El modelo olt que se utiliza actualmente en casi todas las universidades de los Estados Unidos es innecesario para la iniciativa empresarial (véase Colyvas et al. 2002; Owen-Smith 2005).

Para muchos inventos importantes realizados en universidades, las patentes y las olt son innecesarias para su difusión y adopción. Hemos aportado evidencia donde, en ciertos casos, el modelo de la universidad propietaria puede retardar la difusión de la tecnología. Este impedimento se debe a que en ocasiones la olt, propietaria del invento, es el actor menos informado en una relación de licenciamiento. Esta posición desventajosa en términos de información puede fomentar un proceso ineficaz de toma de decisiones, demandas poco razonables, o el dejar las cosas para más tarde. La reacción de los inventores será una cooperación de mala gana o esfuerzos para utilizar el mercado gris, una estrategia ilegítima que fácilmente es llevada a cabo.

Hoy en día, las olt más experimentadas y bien administradas son generalmente las que tienen el mayor flujo de ingresos, y por lo tanto son capaces de mantener una perspectiva menos específica, a más largo plazo y, en algunos casos, con un compromiso de servicio al inventor. La estructura organizacional actual y los imperativos de funcionamiento de la típica olt, la atrapan entre su objetivo de asistencia a la transferencia tecnológica y el principal indicador sobre el que se mide, la generación de ingresos. Algunas olt más grandes, como las de warf y Columbia, se han centrado de tal forma en los ingresos que es posible argumentar que las ganancias de la olt han sido de mayor importancia para la universidad que la difusión del conocimiento y el operar en beneficio de la sociedad. Hay muchas otras olts que cuentan con personal menos calificado y con menos experiencia, pero quienes en virtud de su ubicación estructural son adversas al riesgo pero también muy burocráticas. Además, los administradores de las olts pueden informar a sus superiores (que pueden que estén desinteresados, ser incompetentes o incluso hostiles) qué es lo que impide su buen funcionamiento. En el modelo donde la universidad es propietaria de los inventos, los inventores están a merced de sus olt, independientemente de qué tan competentes sean éstas. 

Nuestros dos modelos alternativos difieren del actual en el tratamiento de la difusión de los inventos de las universidades. Cada alternativa es el resultado de una visión diferente de un bien social, la eficiencia económica, la naturaleza de la difusión tecnológica, y su propósito público. En el primer modelo, el invento es propiedad del inventor para comercializarla o colocarla a través de cualquier medio, que incluye su inserción en el dominio público. Este modelo pone al inventor, que sabe mucho del invento, en la posición de decidir el enfoque adecuado para la difusión de tecnología. Si existe un argumento normativo para compensar a la universidad o al gobierno federal (en el modelo actual no se compensa directamente), como sugerimos, podría ser una participación pequeña, silenciosa en todas las empresas que los investigadores pudieran realizar en sus campos de especialización.

El papel de la universidad sería asegurar que el proceso de comercialización sea honesto y transparente. Para mejorar aún más el proceso, sería conveniente nombrar a un Ombudsman universitario para la comercialización, quien sería un miembro de la facultad y debería contar con un historial de éxito comprobado en la comercialización. El Ombudsman no representaría a la universidad, sino más bien apoyaría y asesoraría al inventor en la creación de la empresa dentro de las reglas y normas de la universidad. Esta solución no tiene por qué conducir al abandono de las olts, ya que éstas podrían ofrecer sus servicios al inventor cobrando una tarifa. La olt de la universidad se colocaría sobre una base autosuficiente. Con un buen manejo y orientadas al servicio, las olt sin duda pueden sobrevivir y prosperar. 

La propiedad del inventor no es una panacea, pero hemos planteado un escenario donde sería superior al modelo actual. Aunque no probado científicamente, el personal de la olt a menudo sugiere que en general los investigadores en las universidades no son buenos empresarios. Si bien es probablemente cierto, en muchos casos, esto supone que el personal de la universidad es incapaz de aprender de su propia experiencia, de los demás y de buscar ayuda. Incluso si se parte de la supuesta incompetencia por parte del investigador, una de las ventajas es que esa incompetencia sería descentralizada, más que centralizada en una oficina donde afecta a todos los inventores. Habría dificultades en la creación de un conjunto de normas y reglas de sentido común para garantizar que los conflictos de interés y el compromiso sean mitigados, pero creemos que las ventajas serían mayores que las dificultades.

Las variantes de licenciamiento de dominio público y no exclusivo también son atractivas, pero escapan el problema de la propiedad del inventor al estipular que las invenciones de las universidades no serían propiedad de todos o con licencia para todos los usuarios. Para la mayoría de los inventos estos acuerdos serán eficaces y eficientes. Es posible que muchos inventos puedan salir de la universidad por medio del mercado gris, pero su salida en sí ya es un gran problema. En este caso, las cuestiones administrativas relativas a la comercialización se eliminan. Las dificultades recurrentes con cualquiera de estas variantes es que los ingresos derivados de la propiedad exclusiva proveniente de las patentes ya no existirían, lo que lleva a la pregunta de si la invención se comercializaría. Los ejemplos de Taxol y la penicilina, ambos sin patente, muestran que la comercialización puede ocurrir a la par de la creación de los modelos alternativos de negocios. 

Tal y como Etzkowitz (2002), Rothaermel et al. (2007) y Shane (2004) han demostrado, la relación universidad-industria y la iniciativa empresarial académica es un campo que va en aumento dentro de la investigación, sin embargo, la investigación sobre modelos alternativos para organizar la comercialización de las invenciones de las universidades es precaria. Existe un número suficiente de universidades extranjeras que operan usando el modelo donde el inventor es el propietario de la invención, por lo que se pueden realizar comparaciones. Además, en términos de la historia de cómo la ley bd fue desarrollada, se puede hacer todavía más para incrementar los trabajos pioneros de investigadores como Berman (2008), Eisenberg (1996), Mowery et al. (2004), y Rai y Eisenberg (2003). Por último, sugerimos que las agencias federales de financiamiento realicen experimentos deliberados auspiciando un número relativamente grande de proyectos que directamente estipulan que todas las invenciones son propiedad del inventor. Después de un intervalo apropiado, los resultados podrían ser comparados y contrastados con el modelo actual.

Este artículo examina los fundamentos del modelo en el que la universidad es propietaria de los inventos y se argumenta que el modelo por sí mismo es fundamentalmente erróneo. Hemos propuesto dos modelos diferentes para manejar los inventos realizados en las universidades. Nuestra crítica no es la única que busca alertar a otros países acerca de la adopción acrítica del modelo de bd (véase, por ejemplo, So et al. 2008). Es lamentable que algunos políticos se hayan adherido a la creencia de que la imitación del modelo estadounidense de patentes y propiedad intelectual por parte de las universidad estimulará la iniciativa empresarial y la aparición de nuevos “Silicon Valleys”, a tal punto que la región más famosa en el mundo fuera de los Estados Unidos con una universidad emprendedora de base tecnológica (Cambridge, Inglaterra) haya abandonado su exitoso modelo.

La obstinación de la creencia en la eficacia de la ley bd se resume en un documento de la ocde (2003), que señala que “una de las tareas más urgentes es aumentar la conciencia y el apoyo al patentamiento en las universidades y a las actividades relacionadas con ello”. Puesto que la última palabra sobre este tema no se ha escrito, este documento es una invitación a debatir acerca de cómo asegurar el mayor bien social derivado del conocimiento y de los inventos generados en las universidades.

 

Figura 1. Comparación esquemática de los regímenes modelo en el que la universidad es propietaria de los inventos
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